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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / AGENCIA OFICIOSA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / OBLIGACIÓN DE AGOTAR PREVIAMENTE LOS MECANISMOS ORDINARIOS DE DEFENSA.
Dispone el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 que la acción de tutela puede ser formulada por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante o agente oficioso, en este último caso cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. (…)
Desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que ésta resulta viable en todos aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carezca de fundamento objetivo y sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa, que traiga como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de las personas. (…)
Sin embargo, debe precisarse que no toda irregularidad procesal genera una vía de hecho, más aún cuando quien se dice afectado tiene la posibilidad de acudir a los mecanismos ordinarios establecidos para solicitar la protección de sus derechos; pues no puede olvidarse que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, es decir, que sólo es procedente a falta de otros mecanismos de defensa judicial…

… la labor del Juez constitucional se limita, en estos casos, a determinar si la actuación de la autoridad efectivamente es producto de una actitud arbitraria y contraria al ordenamiento jurídico, sin que le sea dable inmiscuirse en el trámite del proceso judicial, tomando decisiones paralelas a las que cumple quien, en ejercicio de su función constitucional lo conduce, pues no pueden desconocerse los conceptos y principios de autonomía, independencia de los jueces…
ACLARACIÓN DE VOTO: DOCTORA ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Con mi acostumbrado respeto, aclaro mi voto por cuanto considero que le asiste razón al agente oficioso del accionante, pues el auto del 6 de diciembre de 2018 es de trámite y no interlocutorio; tal calidad la tiene el auto que impone la sanción. Sin embargo, acompaño la decisión por el hecho de que el curador ad-litem no tiene facultades para confesar ni disponer del derecho de su representado.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CESAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, cuatro de junio de dos mil diecinueve
Acta N° 0           de 4 de junio de 2019
Procede la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior de Pereira a decidir la acción de tutela iniciada por NICOLÁS MEJÍA GÓMEZ en calidad e agente oficioso del señor FREDY OLMEDO JARAMILLO MARIN en contra del Juzgado Primero Laboral del Circuito, dentro de la cual se ordenó la vinculación de la Sociedad Activa S.A.
ANTECEDENTES

Cuenta el señor Nicolás Alberto Mejía Gómez, quien actúa en calidad de agente oficioso del señor Fredy Olmedo Jaramillo Marín debido a que desconoce su paradero, que en nombre y representación de éste inició demanda laboral en contra de Activa S.A., cuyo trámite le correspondió por reparto al Juzgado Primero Laboral del Circuito; que habiéndose trabado en debida forma la litis, el referido despacho, en providencia de fecha 6 de diciembre de 2018 inadmitió la respuesta de la demanda presentada por la llamada a juicio, al advertir que no efectuó un pronunciamiento sobre el hecho vigésimo quinto, motivo por el cual le concedió cinco (5) días para subsanar la falencia.
Informa que la demandada no acató la orden del juzgado; no obstante en auto de fecha 15 de enero de 2019 el juzgado procedió a admitir la contestación de la demanda, señalando en la citada providencia que las consecuencias procesales del silencio durante el término conferido para corregir la falencia en el escrito de contestación, es que se tenderá por cierto el hecho 25 del libelo inicial.  Contra dicha providencia se interpusieron los recursos de ley haciéndole notar al Juzgado que la sanción procesal que debió acarrear Activa S.A. es la prevista en el parágrafo 3º del artículo 31 del CPT y SS, esto es, tener por no contestada la demanda.
Considera que la indebida aplicación de la consecuencia jurídica del actuar de la demandada por parte del Juzgado de conocimiento vulnera los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y acceso a la justicia del señor Jaramillo Marín, por lo que reclama su protección por esta vía y como consecuencia pretende que se ordene al juzgado accionado que dé aplicación en debida forma al derecho procesal laboral, inadmitiendo la contestación de la demanda presentada por Activa S.A.
TRÁMITE IMPARTIDO

Admitida la acción, se ordenó la notificación del juzgado accionado, concediéndoles el término de dos (2) días para que se pronunciara sobre los hechos y pretensiones en los que se fundamenta.  Igual término le fue concedido a Activa S.A. sociedad que funge como demandada en el proceso ordinario cuyo trámite se reprocha. 
Mediante comunicación presentada el 24 de los corrientes el juzgado accionado dio cuenta de la acumulación de los procesos iniciados por los señores Carlos Alberto Sinisterra Cardona, Justo Germán Ibarguen Asprilla y Fredy Olmedo Jaramillo Marín en contra de la sociedad Activa S.A. y Pablo Emilio López, señalando que una vez se encontraron en la misma etapa procesal procedió adelantar un solo trámite.

Fue así entonces que al momento de pronunciarse respecto a la respuesta que la sociedad Activa S.A. dio en cada uno de los procesos, admitió las presentadas en los expedientes de Carlos Alberto Sinisterra Cardona y Justo Germán Ibarguen Asprilla, pero inadmitió la correspondiente al proceso del señor Fredy Olmedo Jaramillo Marín en virtud a que no efectúo un pronunciamiento claro y expreso de algunos hechos de la demanda, por lo que le concedió el término de cinco (5) días para corregir la falencia, so pena de dar aplicación a lo establecido en el numeral 3º del artículo 31 del CPL y SS, por lo que al guardar silencio la accionada, impuso la sanción procesal anunciada, decisión con la que no estuvo de acuerdo el actor formulando, i) el recurso de reposición sin éxito, y ii) el de apelación el cual fue inadmitido por el Superior.
Estima, luego de hacer este recuento, que la decisión que tomó respecto a la sanción procesal impuesta se encuentra ajustada a derecho, en tanto que la conducta castigada tiene sanción propia, al margen de lo establecido en los parágrafos 2º y 3º del artículo 31 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social.

La Sociedad Activa S.A. a su turno indicó que el relato inicial corresponde a lo acontecido en el proceso; no obstante señala que la decisión del juzgado se encuentra ajustada a los lineamientos procesales que deben observarse, en tanto que el actor debió recurrir la providencia por medio de la cual se dejó consignada la sanción que sería aplicada de no subsanarse la demanda, de allí que no se cumpla con el requisito de subsidiariedad necesario para la procedencia del amparo pretendido.

Refiere frente a este punto, que el actor debió señalar su inconformidad oportunamente y no esperar que la curadora ad litem que en ese momento representaba a la sociedad, dejara transcurrir el término en silencio para luego solicitar la imposición de una sanción más severa que no se compadece con el yerro cometido, pues pretende el actor que se tenga por no contestada por no haberse efectuado un pronunciamiento claro y expreso de algunos hechos de la demanda.

Finalmente, afirma que la decisión del juzgado de conocimiento de manera alguna afecta los derechos fundamentales de la parte actora en este asunto.  
Mediante providencia de fecha 30 de mayo de 2019, se ordenó la vinculación de los señores Carlos Alberto Sinisterra Cardona y Justo Germán Ibarguen Asprilla, también demandantes en el proceso ordinario laboral y al señor Pablo Emilio López, quien fue llamado a juicio por los demandantes en el trámite laboral.  Dentro del término que les fue conferido para vincularse a la litis, guardaron silencio.

Procede entonces la Sala a decidir lo pertinente previas las siguientes

CONSIDERACIONES 

PROBLEMAS JURÍDICOS
¿Se encuentra legitimado el agente oficioso para actuar en nombre representación del actor?

¿Reúne la presente acción constitucional los requisitos de procedibilidad establecidos jurisprudencialmente por la Corte Constitucional, para controvertir por este medio decisiones judiciales?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos: 

1. DE LA AGENCIA OFICIOSA.
Dispone el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 que la acción de tutela puede ser formulada por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante o agente oficioso, en este último caso cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. 
Frente a la legitimación de la causa por activa cuando el titular de los derechos se encuentra agenciado por un tercero, la Corte Constitucional en sentencia T-124-18  expuso lo siguiente:

“En caso de que el titular de los derechos fundamentales no esté en condiciones de ejercer su propia defensa, se ha determinado que lo podrá hacer un tercero en calidad de agente oficioso. Al respecto, la jurisprudencia ha considerado que esta figura encuentra fundamento en los principios de eficacia de los derechos fundamentales, prevalencia del derecho sustancial y solidaridad, en la medida en que permite que una persona ajena al afectado interponga acción de tutela con la finalidad de proteger los derechos fundamentales de quien se encuentra en una situación que le imposibilita defender sus propios intereses. De manera particular, se ha señalado que para verificar la existencia de la agencia oficiosa se debe observar: “(i) la manifestación
 del agente oficioso en el sentido de actuar como tal; y (ii) la circunstancia real, que se desprenda del escrito de tutela, ya por figurar expresamente o porque del contenido se pueda inferir
, consistente en que el titular del derecho fundamental no está en condiciones físicas
 o mentales
 para promover su propia defensa”
.
2. PROCEDENCIA DE LA TUTELA CONTRA DECISIONES JUDICIALES.
Desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que ésta resulta viable en todos aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carezca de fundamento objetivo y sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa, que traiga como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de las personas.

La teoría de las, inicialmente denominadas "vías de hecho", que abre el paso a la tutela contra providencias judiciales, las caracterizó como decisiones contrarias a la Constitución y a la Ley, que desconocen la obligación del Juez de pronunciarse de acuerdo con la naturaleza misma del proceso, siguiendo los lineamientos trazados en la ley y definiéndolo de conformidad con las pruebas oportuna y legalmente allegadas. Lo anterior por cuanto los servidores públicos y, específicamente, los funcionarios judiciales, no pueden interpretar y aplicar las normas en forma arbitraria, pues ello implicaría abandonar el ámbito de la legalidad y atentar contra los principios del Estado de Derecho. 

Sin embargo, debe precisarse que no toda irregularidad procesal genera una vía de hecho, más aún cuando quien se dice afectado tiene la posibilidad de acudir a los mecanismos ordinarios establecidos para solicitar la protección de sus derechos; pues no puede olvidarse que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, es decir, que sólo es procedente a falta de otros mecanismos de defensa judicial y no puede utilizarse para “provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni para crear instancias adicionales a las existentes”

De otro lado, insistentemente, se ha dicho que la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, no autoriza al Juez constitucional para entrar a resolver sobre la cuestión litigiosa controvertida dentro del proceso, pues su labor se limita a analizar la conducta adoptada por el funcionario judicial, la cual se concreta a través de la providencia demandada.  Si la decisión no es producto de una actuación arbitraria o abusiva, sino el resultado de una confrontación objetiva y seria entre la normatividad aplicable y el caso concreto, dicha actuación no puede ser objeto de amparo constitucional a través del mecanismo de la acción de tutela.  

En consecuencia la labor del Juez constitucional se limita, en estos casos, a determinar si la actuación de la autoridad efectivamente es producto de una actitud arbitraria y contraria al ordenamiento jurídico, sin que le sea dable inmiscuirse en el trámite del proceso judicial, tomando decisiones paralelas a las que cumple quien, en ejercicio de su función constitucional lo conduce, pues no pueden desconocerse los conceptos y principios de autonomía, independencia de los jueces, acceso a la administración de Justicia, seguridad jurídica y vigencia del Estado Social de Derecho. 

La Corte Constitucional, en sentencia T-054-15, ratificó los requisitos generales y específicos establecidos en la sentencia C-590 de 2005 para que proceda la acción de tutela contra sentencias judiciales, siendo éstos:

“Los primeros se acreditan siempre (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) en caso de tratarse de una irregularidad procesal, que ésta tenga incidencia directa en la decisión que resulta vulneratoria de los derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y, que ésta haya sido alegada al interior del proceso judicial, en caso de haber sido posible; y, (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela.
3.4. Por su parte, los segundos, conocidos como requisitos específicos de procedibilidad, ampliamente elaboradas por la jurisprudencia constitucional, son: defecto orgánico, defecto sustantivo, defecto procedimental o fáctico; error inducido; decisión sin motivación; desconocimiento del precedente constitucional; y violación directa a la constitución”.

3. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.

4. CASO CONCRETO.

Lo primero que debe señalar la Sala es que de acuerdo con la jurisprudencia citada en precedencia, para que opere la agencia oficiosa de un tercero en representación de titular de los derechos fundamentales que se anuncian afectados, es necesario que se informe en el escrito de tutela que se obra en tal calidad y se exponga las razones por las cuales éste último no puede acudir por sus propios medios a la jurisdicción constitucional para reclamar la protección de sus garantías mayores.

Cumpliendo con tal carga, el agente oficioso anuncia desde el inicio de la acción la razón por la cual no puede comparecer el señor Fredy Olmedo Jaramillo Marín a interponer la demanda de tutela en nombre propio, siendo esta el hecho de que se desconoce su paradero y está obligado como apoderado judicial dentro del proceso ordinario laboral a velar por sus derechos, lo que incluye agotar todos los medios previstos por la legislación, incluida la presentación de acciones constitucionales.

Con base en la manifestación del agente oficioso, que goza de presunción de buena fe y no fue cuestionada en ningún momento por los llamados a juicio, teniendo en cuenta el documento visible a folio 28 del expediente en el que se observa la devolución de una comunicación remitida a la última dirección registrada por el señor Freddy Olmedo Jaramillo Marín, puede decirse que resultan suficientes la explicaciones dadas para entender la imposibilidad de que éste no comparezca por sí mismo y por ende se puede considerar que el señor Nicolás Mejía se encuentra legitimado para actuar en nombre de aquél, en el trámite constitucional. 

Superado lo anterior, procede la Sala a determinar lo que es materia de controversia y para ello es necesario identificar el motivo que llevó al actor a pedir la tutela judicial.

De acuerdo con el relato fáctico, la parte actora reprocha la decisión del despacho judicial de aplicar una sanción diferente a la que realmente se encuentra prevista por la norma procesal laboral en los eventos en que no se da respuesta adecuada a la demanda, situación que considera es vulneratoria de los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la justicia.

Respecto a los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones judiciales, desde ya ha de decirse que no se encuentra configurado el de subsidiariedad, dado que contra el auto de fecha seis de diciembre de 2018, el actor no interpuso el recurso de reposición, el cual procedía de conformidad con las previsiones del artículo 63 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, pues no se trataba de un auto de simple trámite, sino que anunciaba las consecuencias procesales que tendría que soportar la entidad accionada, si no subsanaba la contestación de la demanda. De allí que, si el demandante consideraba que esta no era la sanción que correspondía, debió recurrir esa decisión en orden a obtener la consecuencia jurídica que esperaba fuera aplicada, sin que justifique su omisión la explicación dirigida a hacer notar que para ese momento todavía no se había concretado la sanción y por ello carecía de legitimación para actuar, pues no era necesario esperar tal evento para enrostrarle al juzgado el yerro procesal que percibía, pues resultaba obvio que si se dejaba en firme esa decisión, el juzgado no podría con posterioridad modificar el efecto que el incumplimiento de su orden produciría.

En otras palabras, el auto de 6 de diciembre de 2018, que señaló la sanción a imponer no fue recurrido, siendo susceptible de confrontarse por medio del recurso de reposición lo que conlleva el desconocimiento del requisito de subsidiariedad para dar viabilidad a la acción de tutela.
Pero a más de lo anterior, de pasarse por alto este presupuesto, tampoco sería procedente la acción, ya que no se evidencia la incidencia directa de la irregularidad procesal que el actor alega en sus derechos fundamentales, pues en realidad el artículo 56 del Código General del Proceso establece que el curador “está facultado para realizar todos los actos procesales que no estén reservados a la parte misma, pero no puede recibir ni disponer del derecho en litigio”, de donde resulta que la omisión o equivocación en que incurra el auxiliar de la justicia puede generarle a él responsabilidades disciplinarias, pero no puede derivar en consecuencias procesales para el ausente que conlleven disposición del derecho en litigio.
De otro lado basta analizar el artículo 193 del Código General del Proceso en cuanto hace mención a  la confesión por medio de apoderado, señalando que está es válida cuando haya recibido autorización de su poderdante, para concluir sin dificultad que cuando la intervención proviene de curador ad-litem (que no es abogado de confianza) nunca podrá derivarse la confesión contra el asistido y por añadidura ninguna consecuencia que perjudique a quien no ha podido hacer presencia en el proceso, podrá imponerse.
De acuerdo con lo expuesto debe señalarse que al no resultar acreditados los presupuestos generales para cuestionar una decisión judicial a través de la acción de tutela, se declarará improcedente la solicitud de amparo.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando Justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la protección invocada por el señor FREDY OLMEDO JARAMILLO MARIN.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por medio más expedito.

TERCERO: DISPONER el envió de la presente actuación a la honorable Corte Constitucional para lo de su competencia, en el evento de que esta providencia no sea apelada.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
   Aclara voto
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ACLARACIÓN DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, aclaro mi voto por cuanto considero que le asiste razón al agente oficioso del accionante, pues el auto del 6 de diciembre de 2018 es de trámite y no interlocutorio; tal calidad la tiene el auto que impone la sanción. Sin embargo, acompaño la decisión por el hecho de que el curador ad-litem no tiene facultades para confesar ni disponer del derecho de su representado.

En estos breves términos sustento mi aclaración de voto. 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada

� Sobre el requisito de manifestar que se actúa bajo tal condición y que el agenciado se encuentra en imposibilidad de promover su defensa, la Corte ha realizado interpretaciones dirigidas a restarle rigidez según las circunstancias del caso.


� Ver sentencia T- 452 de 2001.


� Ver sentencia T-342 de 1994.


� Ver sentencia T-414 de 1999.


� Ver sentencias T-109 de 2011 y T-388 de 2012.


� T-001-97
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